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RESUMEN 

 

El derecho constitucional como ciencia y como norma  deber ser instrumento eficiente y 

eficaz para garantizar derechos fundamentales  y la consecución de bienes jurídicos como  

la justicia, la paz, la seguridad, la dignidad, la igualdad y la libertad, indispensables en un 

Estado Constitucional de Derechos, Justicia y Democrático. 

La interpretación que sobre la Constitución de La Corte Constitucional es la obligatoria, 

pues ella es el máximo órgano de control e interpretación constitucional; pero, no es el 

único órgano, pues cuando los derechos son vulnerados y se activa la función 

jurisdiccional, tanto jueces constitucionales como jueces ordinarios están obligados a 

interpretar y  aplicar los principios y normas constitucionales recurriendo a métodos de 

interpretación tradicional y modernos para determinar el sentido de la Constitución. Pero 

ello no basta, además se requiere del juzgador probidad, valentía, independencia y claridad 

en el objetivo de  su tarea: el respeto a los derechos humanos y la realización de la justicia. 
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CAPÍTULO I: 

 

DE LOS INTÉRPRETES DE LA CONSTITUCIÓN 

 

1.1.- El legislador como intérprete y guardián de la Constitución.    

 

En la ConsE 1998, dentro de su Título III  denominado ¨ Derechos, garantías y deberes ¨, en el  

Capítulo 1, ya  se establecía como uno de los principios generales, en el Art. 18 que: 

 

¨ Los derechos y garantías determinados en esta Constitución y en los instrumentos 

internacionales vigentes, serán directa e inmediatamente aplicables por y ante cualquier juez, 

tribunal o autoridad. 

 

En materia de derechos y garantías constitucionales, se estará a la interpretación que más 

favorezca su efectiva vigencia. Ninguna autoridad podrá exigir condiciones o requisitos no 

establecidos en la Constitución o la ley, para el ejercicio de estos derechos.  

 

No podrá alegarse falta de ley para justificar la violación o desconocimiento de los derechos 

establecidos en esta Constitución, para desechar la acción por esos hechos, o para negar el 

reconocimiento de tales derechos. 

 

Las leyes no podrán restringir el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. ¨ (El 

resaltado nos corresponde).  

 

Siendo deber y atribución del Congreso Nacional:   ¨ Reformar la Constitución e interpretarla de 

manera generalmente obligatoria. ¨  (Art. 130 numeral 4 ConsE 1998) 

 

Lo que nos lleva a concluir que la interpretación dada por el  legislador era la interpretación 

obligatoria y debía hacerlo en el sentido que más favorezca a la vigencia de los derechos y 

garantías constitucionales. 
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En el mismo sentido el Art. 284 de la ConsE 1998 disponía:  

 

¨ En caso de duda sobre el alcance de las normas contenidas en esta Constitución, el Congreso 

Nacional podrá interpretarlas de un modo generalmente obligatorio. Tendrán la iniciativa para la 

presentación de proyectos de interpretación constitucional, las mismas personas u organismos 

que la tienen para la presentación de proyectos de reforma, su trámite será el establecido para la 

expedición de las leyes. Su aprobación requerirá del voto favorable de las dos terceras partes de 

los integrantes del Congreso Nacional. ¨  

 

Sobre la función del Congreso y su poder cabe destacar la observación, que en su momento 

realizaría Juan  Llarrea Holguín: ¨ Las Comisiones Legislativas, en su labor de preparar 

proyectos de ley, y el congreso con la enorme responsabilidad de dictar leyes, tiene en la hora 

presente una posibilidad casi ilimitada, de hacer bien o mal al país. Se ha dejado en sus manos un 

poder extraordinario, de cuyo bien o mal uso dependerá en parte importante el porvenir del 

Ecuador: depende del sentido de patriotismo, desinterés y preparación para quienes asuman tan 

delicadas como trascendentales funciones. ¨ (Larrea, 1998, pág. 317) 

 

Por su parte, la ConsE 2008, en su título II denominado ¨ Derechos ¨, en el Capítulo I sobre los  ¨ 

Principios de aplicación de los derechos¨, dispone con un texto muy similar a la ConsE 1998 : 

 

¨ Art. 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:… 

 5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, 

administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezcan su 

efectiva vigencia. ¨ 

 

Nótese en el artículo citado que,  se acota que se estará no solo a la interpretación sino a la ¨ 

norma ¨  que más favorezca a su efectiva vigencia. En el nuevo ordenamiento jurídico  

constitucional se ha dado una positivización de distintas disposiciones normativas ya sea 

consideradas como ¨ Principios de aplicación de derechos ¨  (Art. 10 y 11 de la ConsE)  ¨ 

principios de la justicia constitucional ¨ ( Art. 2 LOGJCC) o como ¨ métodos y reglas de 
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interpretación constitucional ¨ (Art. 2,3 LOGJCC), para la interpretación constitucional;  

debiendo precisarse que existe diferencia entre la disposición normativa, que consta positivizada 

y la norma misma que es, como más adelante señalaremos, el producto de la interpretación que a 

la disposición se dé. 

 

Respecto a las atribuciones de la Asamblea Nacional (antes Congreso Nacional) en el Art. 120 

numeral 6 consta: ¨ Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con carácter 

generalmente obligatorio ¨. 

 

Contemplando más bien la actuación de un nuevo órgano de justicia constitucional, La Corte 

Constitucional, para: El control, la interpretación y administración de justicia, constitucional. 

Conforme consta en el Art. 429 (ConsE 2008) que en su parte inicial señala: 

 

¨ La Corte Constitucional es el máximo órgano de control, interpretación constitucional y de 

administración de justicia en esta materia…¨ 

 

Así mismo el Art. 436 (ConsE 2008) dispone: 

 

¨Art. 436.- La Corte Constitucional ejercerá, además de las que le confiera la ley, las siguientes 

atribuciones: 

1. Ser la máxima instancia de interpretación de la Constitución, de los tratados internacionales de 

derechos humanos ratificados por el  Estado Ecuatoriano, a través de sus dictámenes y 

sentencias. Sus decisiones tendrán carácter vinculante.¨ 

 

Como se evidencia la norma señala que es el máximo órgano para la interpretación 

constitucional, pero no el único órgano. 

 

Es decir han existido cambios no solo en cuanto a los recursos con los que se cuenta para la 

interpretación constitucional, sino también a quien compete el realizarlo.  

 

Respecto al legislador como intérprete y guardián de la Constitución, hay que señalar que: 
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Si está entre sus atribuciones el expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas 

con carácter generalmente obligatorio, la actividad legislativa que principalmente tiene que ver 

con la interpretación de las leyes, ha de realizarse, observando que las mismas mantenga 

correspondencia y armonía con la ConsE, lo que implica observar siempre el Principio de 

Jerarquía de la ConsE puesto que,  si las leyes no mantienen en su contenido y en su forma de 

interpretarlas conformidad con las disposiciones constitucionales carecerán  de valor, he allí la 

importante función del legislador dentro de un Estado constitucional, con su interpretación legal 

permitir que exista coherencia sistemática en el ordenamiento jurídico al observar las 

interpretaciones constitucionales que por su parte, también haya realizado la Corte 

Constitucional.  

 

Por otro lado considero acertado el que la interpretación obligatoria de la ConsE ya no sea una de 

las atribuciones del legislativo, puesto que en su esencial actividad de crear leyes, pudiera en 

determinado momento darse una violación a la ConsE, y en dicho caso sería conveniente que 

otro órgano independiente del legislativo analice el caso para constatar si existe o no 

contradicción con la Constitución, a través de una interpretación constitucional objetiva, ya que 

no puede haber imparcialidad en el análisis cuando se es juez y parte a la vez. 

 

Debiéndose también hacer notar que ahora, si bien no ha desaparecido el ¨ poder extraordinario¨ 

1
 del legislativo, sus creaciones también están sujetas a un control e interpretación constitucional 

independiente de sus productores. 

 

1.2.- Cortes y Tribunales como intérpretes y guardianes de la Constitución.  

 

La ConsE 2008 señala dentro de los Principios de la Función Judicial: 

 

¨Art. 172.- Las juezas y jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los 

instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. 

 

                                                           
1
 Al que hace referencia Larra Holguín, en su obra citada, al referirse al Congreso Nacional según la ConsE1998. 
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Las servidoras y servidores judiciales, que incluyen a juezas y jueces, y los otros operadores de 

justicia, aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos de administración de 

justicia. 

 

Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, 

negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley.¨ (El resaltado nos corresponde). 

 

A continuación, en su parte pertinente citaré otras disposiciones constitucionales que se refieren 

a la actuación del juez enmarcada en las disposiciones constitucionales, lo que implica un 

ejercicio de interpretación y aplicación  constitucional;  así: 

 

- Art. 425 inciso segundo de la ConsE 2008, dispone: 

¨... En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las 

juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo 

resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquica superior…  ¨ (El resaltado nos 

corresponde). 

 

- ¨Art. 426.- Todas las personas, autoridades e instituciones están sujetas a la Constitución. 

Las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, 

aplicarán directamente las normas constitucionales y las previstas en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos siempre que sean más 

favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las partes no las invoquen 

expresamente. 

 

Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales de 

derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá alegarse 

falta de ley o desconocimiento de las normas para justificar la vulneración de los 

derechos y garantías establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta 

en su defensa, ni para negar el reconocimiento de tales derechos. ¨ (El resaltado nos 

corresponde). 
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Como vemos la actuación de los jueces, no solo en el conocimiento y decisión de casos sujetos a 

la justicia constitucional sino también en los casos de la justicia ordinaria, deben aplicar el 

principio de la jerarquía constitucional, así como de aplicación directa e inmediata de la 

Constitución e instrumentos internacionales de derechos humanos, si éstos son más favorables. 

 

- ¨ Art. 427.- Las normas constitucionales se interpretarán por el tenor literal que más se 

ajuste a la Constitución en su integralidad. En caso de duda, se interpretarán en el sentido 

que más favorezca a la plena vigencia de los derechos y que mejor respete la voluntad del 

constituyente, y de acuerdo con los principios generales de la interpretación 

constitucional.¨ 

 

De igual manera en el Art. 427, que posteriormente lo analizaré con mayor detenimiento, hace 

referencia a algunos métodos de interpretación constitucional, que los jueces (aunque no se haga 

a ellos una referencia expresa en el texto de la norma) en su actividad también han de considerar. 

 

También en el Código Orgánico de la Función Judicial encontramos interesantes disposiciones 

que dan cuenta de la interpretación constitucional que realizan los jueces, con la  cual y a través 

de la cual deberían convertirse en guardianes de la ConsE considerada como un conjunto de 

normas fundamentales que no solo organizan al Estado, sino que garantizan los derechos de las 

personas, principalmente el acceso a la justicia, mediante un contenido de valores y principios 

que se han positivizado.  

 

Así, consta en el Título I, Capítulo II entre los ¨ Principios Rectores y Disposiciones 

Fundamentales¨ a más del de aplicabilidad directa e inmediata de la norma constitucional. (Art. 

5) y el de Interpretación integral de la norma constitucional (Art. 6) los siguientes: 

 

Principio de supremacía constitucional, regulándose aquí el caso especial que se presenta cuando  

un juez tenga  duda razonable y motivada de que una norma jurídica es contraria a la ConsE o a 

los instrumentos internacionales de derechos humanos que establezcan derechos más favorables 

que los reconocidos en la ConsE,  en cuyo caso deberá suspender la tramitación de la causa y 

remitirá en consulta el expediente a la Corte Constitucional, la que en un plazo no mayor a 
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cuarenta y cinco días debería resolver sobre la constitucionalidad de la norma, y si no hay 

pronunciamiento el proceso seguirá sustanciándose. Si la Corte resolviere luego de dicho plazo, 

la resolución no tendrá efecto retroactivo, pero quedará a salvo la acción extraordinaria de 

protección por parte de quien hubiere sido perjudicado por recibir un fallo o resolución contraria 

a la resolución de la Corte Constitucional. (Art. 4). 

 

Sin abundar en mayores comentarios, cabe observar que con esta disposición (que obedece a la 

constante en el Art. 428 de la ConsE referente a la ¨ Consulta a la Corte Constitucional por 

norma contraria a la Constitución ¨ ), se abre la peligrosa posibilidad de que exista  falta de 

diligencia y atención a las consultas que se realicen a la Corte Constitucional y pese a que el juez 

si realice una consulta, su decisión pueda ser considerada como perjudicial a un tercero, quien 

puede por ello plantear una acción extraordinaria de protección; cuando resulta obvio que, no 

hubiese tal perjuicio ni la consecuente acción extraordinaria de protección si la Corte 

Constitucional se pronunciara en el tiempo previsto, todo ello en base al principio de economía 

procesal y concretamente a la celeridad. (Art.4 numeral 11 LOGJCC) 

 

Principio de independencia, según el cual ¨ Las juezas y jueces solo están sometidos en el 

ejercicio de la potestad jurisdiccional a la Constitución, a los instrumentos internacionales de 

derechos humanos y a la ley. ..¨ (Art. 8). 

 

Principio de imparcialidad, por el cual los jueces deben resolver pretensiones y excepciones 

sobre la única base de la ConsE  e instrumentos internacionales de derechos humanos, los 

ratificados por el Estado, la ley y los elementos probatorios aportados por las partes. (Art.9) 

 

Grande es la importancia de la independencia e imparcialidad pues ninguna decisión será 

constitucional si el fin no es el respeto a la ConsE, a los derechos humanos sino más bien se 

utiliza a las decisiones judiciales para la consecución de interés ajenos al conflicto, o contrarios a 

las normas, es allí cuando por la inadecuada o temerosa práctica jurisdiccional la validez y 

eficacia de las normas pierden su vigencia y se deslegitima el ejercicio de la función 

jurisdiccional, simple y llanamente porque de existir dependencia y parcialidad, los 

administrados de justicia dejan de creer en el sistema. 
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Principio de especialidad (Art. 11). Cabe observar que en materia constitucional la organización 

de nuestra administración de justicia no ha previsto la existencia de jueces constitucionales, sino 

que todos los jueces son constitucionales para el conocimiento de las garantías jurisdiccionales 

de  acción de protección, habeas corpus, acceso a la información pública y habeas data. 

 

Considero que el derecho constitucional es un área del conocimiento jurídico especializada, sin 

embargo si sostenemos que el Estado Constitucional se caracteriza porque tiene una constitución 

invasiva y que todos los jueces deben en sus decisiones aplicar en forma jerárquica las 

disposiciones constitucionales, siendo coherentes, nos debemos proyectar a que todos los 

juzgadores conozcan, dominen y apliquen la norma constitucional, estudien y porque no también 

creen doctrina constitucional propia de nuestro país. Mientras la ConsE sus reglas y principios 

sean más cercanas a la práctica jurisdiccional habrá más posibilidad de que los derechos 

efectivamente estén garantizados.   

 

Principio de responsabilidad (Art.15). Dispone que  el Estado será responsable en los casos de 

error judicial, detención arbitraria, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, 

violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas 

del debido proceso. Y es justamente en la ConsE, donde está prevista en el Art. 11 numeral 9 el 

más alto deber del Estado que consiste en ¨ respetar y hacer respetar los derechos garantizados en 

la Constitución ¨ disponiendo que existe responsabilidad y derecho a la repetición, por el daño 

producido.  

 

Que el Estado será responsable  por: ¨ detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 

inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las 

violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 

 

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona 

que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales 

actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de 

ellos.¨ 
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 Así mismo los principios y reglas del debido proceso, se encuentran  contemplados en la ConsE 

en el Art. 76 denominado ¨ Garantías básicas del debido proceso ¨ y Art.77 en el cual se regulan 

las garantías en caso de privación de la libertad.  

 

Principio de servicio a la comunidad. (Art. 17). A través de la administración de justicia, el 

Estado coadyuva a que se respete y cumpla los derechos garantizados por la Constitución, los 

instrumentos internacionales de derechos humanos vigentes y las leyes. 

 

Sistema-medio de administración de justicia (Art. 18).  La norma expresamente dispone: ¨ El 

sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 

consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, oralidad, 

dispositivo, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. 

No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades.¨ 

 

Principio de tutela judicial efectiva de los derechos.-   ¨ La Función Judicial, por intermedio de 

las juezas y jueces, tiene el deber fundamental de garantizar la tutela judicial efectiva de los 

derechos declarados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos o establecidos en las leyes, cuando sean reclamados por sus titulares o quienes 

invoquen esa calidad, cualquiera sea la materia, el derecho o la garantía exigido…. ¨ (Art. 23) 

 

 Principio de seguridad jurídica.-  ¨Las juezas y jueces tienen la obligación de velar por la 

constante, uniforme y fiel aplicación de la Constitución, los instrumentos internacionales de 

derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado y las leyes y demás 

normas jurídicas¨ (Art. 25), seguridad jurídica que como derecho está contemplada en el Art. 82 

de la ConsE. 

 

Interpretación de normas procesales (Art.29).- Al interpretar la ley procesal, la jueza o juez 

deberá tener en cuenta que el objetivo de los procedimientos es la efectividad de los derechos 

reconocidos por la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y la ley 

sustantiva o material. 
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Las dudas que surjan en la interpretación de las normas procesales, deberán aclararse mediante la 

aplicación de los principios generales del derecho procesal, de manera que se cumplan las 

garantías constitucionales del debido proceso, se respete el derecho de defensa y se mantenga la 

igualdad de las partes. 

 

Cualquier vacío en las disposiciones de las leyes procesales, se llenará con las normas que 

regulen casos análogos, y a falta de éstas, con los principios constitucionales y generales del 

derecho procesal.¨ 

 

Este artículo tiene singular importancia ya que con él se evidencia que incluso para interpretar 

las leyes procesales se debe tener en cuenta los derechos reconocidos en la ConsE , instrumentos 

internacionales y leyes sustantivas, y que en caso de duda se aplicarán los principios generales 

del derecho procesal de forma que se cumplan las garantías constitucionales del debido proceso. 

De igual manera en caso de vacíos se recurre a los principios constitucionales.  

 

La referencia que he realizado a varios de los principios fundamentales de la función judicial, 

han tenido como objetivo resaltar que en su actividad jurisdiccional los jueces en todo el 

territorio, en cualquier materia, y en cualquier grado en el que ejerzan su competencia están 

sujetos tanto en lo formal como en lo sustancial a observar las normas constitucionales, lo que 

les convierte en guardianes de la ConsE. 

 

La interpretación constitucional la realizan  los jueces constitucionales y también los jueces 

ordinarios, en el segundo caso cuando interpretan la norma legal al amparo de las disposiciones 

constitucionales, guardando armonía con ellas. Obviamente siempre deberán estar atentos a la 

existencia de precedentes vinculantes emitidos por la Corte Constitucional.  Debiéndose resaltar 

en este contexto que, el Art. 426 de la ConsE, anteriormente citado se refiere a la obligación de 

los jueces de aplicar las normas constitucionales, aunque no hayan sido invocadas por las partes 

y ello en base al principio ¨ iura novit curia¨ que si bien está previsto en el Art. 4 numeral 13 de 

la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; sin embargo también el 

Código Orgánico de la Función Judicial al referirse en general (para todos los jueces) al 
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despacho de las causas dispone:  ¨ Art. 140.- OMISIONES SOBRE PUNTOS DE DERECHO.- 

La jueza o el juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya sido 

invocado por las partes o lo haya sido erróneamente….Esta última disposición no será aplicable 

cuando en esta forma se puedan vulnerar derechos reconocidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos. ¨ 

 

Entonces, la aplicación de las normas constitucionales es un deber al que está llamado todo 

juzgador hayan sido o no invocadas por las partes. Y, es más incluso  ante la falta de normas el 

juez deberá buscar en sus decisiones la defensa y garantía de los derechos de las personas, quizás 

ello explica el texto del Art. 11 numeral 3 inciso final de la ConsE que dispone: 

 

¨… Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica 

para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para 

negar su reconocimiento.¨ (El resaltado nos corresponde).  

 

Constando en el mismo sentido, además entre los principios de la función judicial el de ¨ la 

obligatoriedad de administrar justicia ¨.  
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CAPÍTULO II: 

 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES E INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 

 

 

2.1.- Principios de aplicación de los derechos. 

 

La importancia de los principios radica en que nos permitirán dar la interpretación adecuada 

a las normas, dar solución a las contradicciones entre las normas jurídicas y no en pocas 

ocasiones nos permitirán suplir vacíos o ausencia de normas. 

 

Nuestra ConsE reconoce a todas las personas consideradas en forma individual o colectiva 

como titulares de los derechos garantizados en la ConsE y en los instrumentos 

internacionales, estableciendo en el Art. 11 los principios para su ejercicio, pudiendo 

realizarse un estudio individual de cada uno, lo que no es posible en el presente trabajo en 

consideración a su extensión;  sin embargo,  por su relación con la interpretación 

constitucional si es necesario referirnos a varios de ellos; así: 

 

- ¨ Todas las personas son iguales y gozarán  de los mismos derechos, deberes y 

oportunidades…¨( Art.11 numeral 2) 

 

La igualdad no solo es un principio sino también constituye un derecho, así se encuentra 

contemplado en el Art.66 numeral 4 de la CosnE, buscando con ella por un lado un trato 

igualitario a los iguales,  prohibiéndose todo tipo de discriminación,  y, un trato diferenciado 

a los desiguales, adoptándose medidas de acción afirmativa conocidas también como 

desigualdad positiva. 

 

Buscándose con ello no solo la igualdad formal o de derecho sino la igualdad material o de 

hecho. 
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- ¨ Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 

internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 

cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 

parte… ¨ (Art.11 numeral 3) 

 

Ello implica que no se requiere de normas infraconstitucionales para la aplicación de los 

derechos y garantías consagrados en la ConsE e instrumentos internacionales, sin que 

quepa alegar para su inaplicabilidad la falta de norma jurídica. 

 

Este principio también se encuentra desarrollado dentro de los principios de supremacía 

constitucional, está contemplado en el Art. 426 de la ConsE con el título ¨ Aplicabilidad y 

cumplimiento inmediato de la Constitución. ¨ 

 

- ¨ Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías 

constitucionales. ¨ (Art.11 numeral 4). Principio que a mi criterio está relacionado con el 

contenido en el numeral 8 del citado artículo que dispone:  

 

¨ El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las 

normas, la jurisprudencia y las políticas públicas…¨   

 

Ello nos lleva a concluir no solo que hay que respetar el contenido de los derechos sino 

que el mismo es progresivo. Sin embargo considero que lamentablemente los órganos 

que ejercen el poder (no todos)  en nuestro país, aún no tienen la formación jurídica- 

moral, ni la valentía suficiente para hacer respetar este principio, y así lamentablemente 

nos encontramos con normas infra constitucionales que van restringiendo derechos y con 

sentencias judiciales que hacen prevalecer esas normas frente a las reglas y principios 

constitucionales.  Siendo inconstitucionales por tanto dichas actuaciones. 

 

Son esos casos los que llevan al ciudadano en general y a aquellos dedicados al estudio del 

derecho a la duda de si ¿es la nuestra una Constitución real, garantista o es una constitución ¨ 

fachada¨ utilizando los términos de  Loewenstein, quien distingue diversos tipos de 
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constituciones: Las constituciones garantistas o reales, que establecen límites al poder; las 

denominadas constituciones nominales que, se apropian del nombre pero tienen una función 

organizativa más no limitativa del poder; y,  las  Constituciones fachadas, aparentemente son 

verdaderas constituciones pero sus normas son letra muerta. (Sartori, 1999, págs. 22, 23)  

 

¨ En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, 

administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezca su 

efectiva vigencia ¨ (Art.11 numeral 5), conocido también como el ¨ Principio Pro Homine¨ 

reconocido, desde hace años atrás en varios instrumentos internacionales como la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José).Costa Rica. Noviembre de 1996 que 

en su  Art. 29 denominado,  Normas de Interpretación señala:  

¨ Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 

 a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los 

derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la 

prevista en ella; 

 b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 

acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en 

que sea parte uno de dichos Estados; 

 c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 

forma democrática representativa de gobierno, y 

 d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 

Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.¨ 

 

Entonces, para la tutela de derechos fundamentales se realizará la interpretación más amplia; y, 

cuando se trate de establecer límites al ejercicio de derechos,  la interpretación correcta será la 

más restringida, por lo que siempre la interpretación será en el sentido que más favorezca al ser 

humano.  
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Nuevamente el propósito del principio es el respeto y aplicación práctica (efectiva vigencia) de 

los derechos y garantías, plasmando el principio una gran realidad respecto a la interpretación: la 

misma no solo la realizan los jueces sino también los servidores públicos administrativos;  

manteniendo igual sentido el Art. 425 inciso tercero de la ConsE.  Todo ello nos abre un amplio 

abanico de sujetos que aplican e interpretan, más aún si consideramos el concepto que de 

servidor público da la LOSEP en su Art. 4: 

 

¨ Servidoras y servidores públicos.- Serán servidoras o servidores públicos todas las 

personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan 

un cargo, función o dignidad dentro del sector público. Las trabajadoras y trabajadores 

del sector público estarán sujetos al Código del Trabajo. ¨  

 

- ¨ El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás derechos 

derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que 

sean necesarios para su pleno desenvolvimiento. ¨  

 

A través de esta cláusula abierta, la ConsE reconoce que existen, a más de los derechos y 

garantías positivizados en la ConsE e instrumentos internacionales, otros derechos 

derivados de la dignidad de las personas.  Este principio exige a los intérpretes de la 

ConsE gran apertura hacia los derechos propios de comunidades pueblos y 

nacionalidades, hacia su derecho propio o consuetudinario, lo que implica 

definitivamente romper esquemas en la aplicación e interpretación de las normas. 

 

- ¨ Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, 

interdependientes y de igual jerarquía. ¨  

 

Los derechos y los principios no están sujetos al arbitrio público ni siquiera de su propio 

titular, no son materia disponible ni en lo público ni en lo privado, operan como un 

sistema integrado y no priman el uno sobre el otro, no existen derechos jerárquicamente 

superiores a otros. Es justamente por este principio que en los casos prácticos los 
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juzgadores deben aplicar métodos como la ponderación para decidir el grado de 

afectación de un principio o derecho frente al grado de importancia de la satisfacción de 

otro;  sin que ello implique que exista jerarquía entre los derechos. 

 

- ¨ El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos 

garantizados en la Constitución…¨.  Principio de responsabilidad al que ya hice 

referencia en el Capítulo I de este estudio. 

 

2.2.  De los principios de la justicia constitucional establecidos en la LOGJCC. 

 

La LOGJCC en su Art. 2 dispone que, ¨ Además de los principios establecidos en la Constitución 

, se tendrá en cuenta los siguientes principios generales  para resolver  las causas que se sometan 

a su conocimiento¨ 

 

Como se evidencia del texto en este caso ya  se está regulando concretamente principios que 

aplicará la jurisdicción constitucional en las causas que deban resolver los jueces 

constitucionales.  Así:  

 

1.- El principio de aplicación más favorable a los derechos: Conocido también como el principio  

¨ pro homine ¨, referido con anterioridad, por el cual si hay varias normas o interpretaciones 

aplicables a un caso concreto, se debe elegir aquella que más proteja los derechos de la persona.  

Es decir si existiría conflicto de normas o maneras de entender el sentido, el alcance de dichas 

normas se escogerá la que más proteja los derechos. Muestra clara este principio de que el 

juzgador no realiza una aplicación mecánica de las normas sino que debe considerar como centro 

del sistema jurídico a la persona. Este principio a su vez contempla los principios  ¨ favor 

libertatis¨ (se debe promover la libertad siendo las restricciones excepcionales) y el principio ¨ 

favor debilis¨ (se considerará en forma especial a la parte que está en una situación de 

inferioridad), así mismo considera la  directriz de ¨ preferencia de normas ¨   (se aplica la normas 

más favorable a la persona. (Cárdenas, 2011, pág. 141 y 142).   
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2.- El principio de cumplimiento y optimización de los principios constitucionales, al que deberá 

orientarse  dice la norma ¨ La creación, interpretación y aplicación del derecho ¨, resultando muy 

interesante el texto citado pues según parece se está reconociendo que en la jurisdicción 

constitucional también hay una creación del derecho, tema que no nos compete analizar pero que 

ha generado una ardua discusión en torno a si el juez es solo intérprete o también creador del 

derecho cuando da su interpretación y valoración en cada caso concreto.  Según se  desprende 

del texto del numeral 2 del Art.2 la Ley estaría aceptando esta posibilidad en la actividad 

jurisdiccional constitucional.  

 

3.- Obligatoriedad del precedente constitucional: Los parámetros interpretativos de la ConsE que 

haya fijado la Corte Constitucional son vinculantes, y ello en virtud de que es el máximo órgano 

de interpretación constitucional, es por ello que los otros jueces constitucionales, y a mi criterio 

también aquellos que ejerzan su competencia dentro de la justicia ordinaria, deberán observarlos 

al momento de decidir. La Corte Constitucional puede  alejarse de dichos precedentes 

requiriendo para ello argumentar y siempre que se garantice la progresividad de los derechos y la 

vigencia del Estado Constitucional de Derechos y Justicia. Vemos pues que los límites de la 

actividad de la Corte Constitucional están enmarcados en la progresividad de los derechos y el 

tipo de Estado ¨Constitucional ¨ al cual responde el ordenamiento constante en la Carta Magna.  

 

Cabe la pregunta si: ¿Los demás jueces también podrían alejarse de dichos precedentes? 

El Art.2 de la LOGJCC se refiere a los principios de la justicia constitucional entre ellos, la 

obligatoriedad del precedente constitucional.  También el Art. 187 de la LOGJCC dispone que el 

precedente constitucional será obligatorio y vinculante. Lo que implica que el precedente 

constitucional deberá ser observado por los jueces en su actividad jurisdiccional;  sin embargo de 

lo cual, en base a la interpretación sistemática el juzgador no solo deberá considerar el 

precedente sino además si la aplicación del mismo, en el caso concreto, no restringe o produce la 

regresión del contenido de los derechos, pudiendo en pro de la tutela de los derechos, y con la 

aplicación de principios , alejarse de dicho precedente pues siempre la aplicación de normas, la 

interpretación a darse  será en el sentido que más favorezca a la persona.  
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4.- Obligatoriedad de administrar justicia constitucional, pese a la falta, contradicción de normas, 

contemplado además en el Ar.11 numeral 3 inciso final de la ConsE y en el Art.28 del Código 

Orgánico de la Función Judicial mismo que, obedece al deber del Estado de garantizar el efectivo 

goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, deber 

que lo cumple ejerciendo el poder, a través de la función jurisdiccional. Los órganos que 

administran justicia constitucional y ordinaria no tienen la atribución ( facultativa) sino el deber 

(imperativo)  de resolver y para ello acudirán a todas las fuentes del derecho sean normas del 

ordenamiento jurídico nacional o internacional al que esté sujeto el Estado, jurisprudencia,  

doctrina, principios universales del derecho e incluso la costumbre según el caso concreto, 

argumentando su aplicación e interpretación, ya que la persona individual o colectivamente 

considerada no debería quedar en la indefensión, y de darse este supuesto se generará la 

responsabilidad del Estado y del juzgador que omitió cumplir su deber de administrar justicia. 
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CAPÍTULO III: 

 

LOS MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL Y SUS LÍMITES: 

ANÁLISIS DE CASO. 

 

A partir de la Constitución de 2008, el Ecuador se define como un Estado Constitucional de 

derechos y justicia. Ello implica al menos teóricamente que ha habido un cambio del  ¨ Estado 

Social de Derecho ¨  al actual  ¨ Estado Constitucional de derechos ¨, que se caracteriza por una 

Constitución invasiva que modifica el derecho. Según el doctrinario Ricardo Guastini, citado por 

Alvaro Cárdenas (Cárdenas, 2011, pág. 55 y 56) , son siete las  condiciones de 

constitucionalización del ordenamiento jurídico:  La presencia de una Constitución Rígida, la 

garantía jurisdiccional de la Constitución, la fuerza vinculante de la Constitución, la ¨ sobre 

interpretación ¨ de la Constitución, la aplicación directa de las normas constitucionales, la 

interpretación conforme de las leyes y la influencia de la Constitución sobre las relaciones 

políticas.  

 

Entonces, en este estado constitucional se apuesta por el neo constitucionalismo  que se 

diferencia del constitucionalismo de los siglos XVIII y XIX porque éste buscaba establecer 

límites al poder, mientras que lo esencial de aquel es que su fin es la garantía de los derechos 

fundamentales;  y, quizás justamente esta es la razón por la no basta el positivismo y se da un 

encuentro con el iusnaturalismo, con el cual ya no existe una separación tajante entre lo jurídico 

y lo moral, en el cual el ser humano es considerado en todas sus dimensiones; aspectos éstos de 

trascendental importancia al momento de realizar una interpretación de las normas 

constitucionales. 

 

Miguel Carbonell, en su obra ¨ Neoconstitucionalismo y Derechos Fundamentales¨ señala que el 

neoconstitucionalismo explica un fenómeno reciente en los Estados constitucionales 

contemporáneos y que se presenta en: Los textos constitucionales, que contienen altos niveles de 

normas materiales y amplios catálogos de derechos fundamentales. En las prácticas 

jurisprudenciales, los jueces tienen nuevos parámetros interpretativos con razonamientos más 
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complejos, usarán técnicas interpretativas propias de los principios constitucionales, la 

ponderación, proporcionalidad, principio pro personae, etc; y, además los jueces en los casos 

concretos trabajan con valores dándose un activismo judicial que en varios casos ha consolidado 

la democracia. En los desarrollos teóricos que aportan a la ciencia jurídica que como diría 

Ferrajoli, citado por Carbonell en la obra en referencia, es una meta-garantía del ordenamiento 

jurídico ya que no contempla el objeto de su estudio sino lo crea. Agrega Carbonell que si bien 

encontramos raíces del positivismo desde el siglo anterior, ahora lo novedosos está en que se 

realiza ¨ la observación del Estado constitucional de derecho  en funcionamiento¨, en el campo de 

la práctica. (Carbonell, 2011, págs. 23-30) 

 

Así quienes interpretan las normas constitucionales, particularmente los juzgadores han de 

considerar a las normas constitucionales como normas fundamentales, jerárquicamente 

superiores a las demás y que contienen valores, que deben ser observados por el Estado para el 

cumplimiento de sus deberes y propósitos.   

 

Sin embargo  ¿de qué sirve una moderna constitución cuyo contenido neo constitucionalista 

promete tanto al ser humano individual y colectivamente considerado,  si sus normas que pueden 

contener reglas o principios, no son aplicadas por los juzgadores?, caeremos nuevamente en el 

desencantamiento jurídico y social que nos ha llevado a decir la frase ya tan conocida de que la 

constitución es letra muerta?  .  He allí la gigante responsabilidad de los jueces de hacer que la 

constitución viva en cada uno de los casos que decidan, en donde están de por medio el respeto a 

los derechos fundamentales y la búsqueda de una justicia que en muchos casos, principalmente 

aquellos llamados difíciles, solo se podrá lograr conforme lo ha expuesto Carbonell con la 

aplicación de nuevos métodos o técnicas de interpretación. 

 

En este nuevo esquema también aparecerán nuevas técnicas o concepciones para interpretar la 

Constitución diferentes a las utilizadas para interpretar la ley, señalando claro ésta desde ya que, 

la interpretación de la ley siempre deberá realizarse al amparo del paraguas constitucional, 

justamente para precautelar su validez. 

 

3.1.-  La interpretación y su relación con la argumentación jurídica: 
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Por otro lado, si bien la argumentación jurídica no es el objeto de estudio de este trabajo, 

considero importante hacer brevemente una referencia a ella, por su relación con la 

interpretación que es el tema en análisis.  

 

Como bien lo señala Manuel Atiencia, en su obra  ¨ Las Razones del Derecho. Teorías de la 

Argumentación Jurídica ¨,  la práctica del derecho consiste en argumentar; y un buen jurista 

argumenta con habilidad.  Dándose la argumentación en  distintos campos, así: (Atiencia, 

2005)  

 

1.- En la producción o establecimiento de normas. 

- Prelegislativas. Discusiones sobre problemas de la realidad sociales, económicos, 

político, etc. Lo que prima es lo político y lo moral. 

- Legislativa: Lo que prima es lo técnico-jurídico. 

 

      2.- En la aplicación de normas y resolución de casos. 

-Quiénes lo hacen? Los jueces, los órganos administrativos e incluso los particulares. 

-Sobre qué argumentan? Sobre los hechos y el derecho.  

 

Y, justamente cuando se argumenta sobre el derecho hablamos de problemas de 

interpretación, siendo éste el centro de la teoría de la argumentación jurídica. 

 

3.- En el ámbito de la dogmática jurídica. Actividad que tiene 3 funciones: 

- Suministrar criterios para la producción del derecho. 

- Suministrar criterios para la aplicación del derecho. 

- Ordenar y sistematizar un sector del ordenamiento jurídico. 

 

La teoría de la argumentación jurídica se ocupa de la segunda actividad, en pro de una 

decisión jurídica (aplicación de la norma al caso.) 
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Debemos considerar que, no siempre hay una división tajante entre el campo de la aplicación 

y la dogmática pues, los primeros recurren a lo segundos para resolver casos difíciles, casos 

abstractos sobre inconstitucionalidad, ilegalidad o forma de interpretar una norma. E incluso 

crean jurisprudencia, lo que se volverá una regla abstracta. 

 

En el campo de la argumentación: Nos encontramos con que en principio se establece una 

premisa y conclusión y luego se justifica dicha premisa o conclusión. El que concluyamos de 

una u otra manera obedecerá  a dos tipos de razones; así:  

 

a) RAZONES EXPLICATIVAS: Aquí están distintos móviles: Psicológicos, sociales, 

económicos, culturales. Muestra los motivos de la decisión.  

b) RAZONES JUSTIFICATORIAS: Cuando la razón se basa en una determinada 

interpretación de la Constitución o de la Ley. Permite valorar la decisión desde distintos 

puntos de vista. 

         ¨El juez no debe explicar sino justificar¨. Radicando la diferencia en que explicar es 

indicar motivos y justificar es dar razones. 

 

La argumentación ha sido analizada desde distintas perspectivas: 

 

a) Desde una perspectiva de la ciencias sociales: 

-Se considera el proceso de toma de decisiones a los que el juzgador: Juez profesional o 

juzgador llega. 

b) Perspectiva de justificación de los argumentos:    

Puede ser formal: Lógica formal o deductiva. Ve si el argumento es correcto. 

Puede ser Material: Lógica material o informal. Ve si el argumento es aceptable.   

 

La argumentación jurídica, se encuentra en la perspectiva de justificación de los argumentos. 

Art. 76 No.7  l) ConsE., debiéndose rechazar las teorías que dicen que las decisiones valen 

por que vienen de autoridad legítima o porque son actos de voluntad de órgano competente. 

Concepto incompatible con el Estado constitucional en donde el fondo llega a tener mayor 

importancia que la forma. 
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Aunque indudablemente existan factores individuales del juez, esto no impide justificar la 

decisión. Que especialmente en casos difíciles va más allá de la mera aplicación deductiva de 

normas y tendrá que obedecer a un cuidadoso análisis del caso concreto y no en pocas 

ocasiones a la aplicación de los distintos métodos de interpretación constitucional a los que a 

continuación hago referencia. 

 

3.2.-  Los métodos de interpretación constitucional  

 

Vale en primer término sentar algunas ideas que nos permitirán concluir que dentro de la 

interpretación constitucional principios y métodos se entrelazan y actúan como un verdadero 

sistema que permite al intérprete juzgador determinar el sentido y alcance de las normas para 

el caso específico. 

 

Las normas se expresan a través del lenguaje, generalmente escrito, plasmado en textos, 

respecto de los cuales los intérpretes de la Constitución buscarán su alcance o sentido, hecho 

lo cual tendremos como resultado una norma. Alvaro Cárdenas,  (Cárdenas, 2011, pág. 81) 

indica que: 

¨…el alcance de una norma resulta  de esta compleja actividad interpretativa donde se 

conjugan tanto los conceptos previstos por el legislador constituyente así la valoración del 

juez ¨. 

 

Y respecto de la interpretación constitucional como disciplina Jorge Carmona señala:   ¨… Es 

una rama de la hermenéutica jurídica que tiene por objeto estudiar los métodos, técnicas y 

principios aplicables y válidos para determinar de mejor manera el sentido y alcance de los 

preceptos constitucionales ¨. (Carmona, 2005, pág. 287) 

 

Como bien lo señala Rodolfo Vigo, esa interpretación no solo será sobre el sentido  de las 

normas constitucionales sino  sobre el sentido que se deberá dar a otras normas en relación 

con la Constitución. (Cárdenas, 2011, pág. 89) 
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Siendo hoy en día la gran discusión respecto a la interpretación constitucional si ella se debe 

realizar en base a los métodos lógico formales como: gramatical, sistemático, histórico, 

teleológico, la subsunción, entre otros o si cabe realizar una interpretación valorativa en base 

a métodos como la ponderación, atendiendo principios y valores; evolutiva, considerando las 

nuevas realidades; y, extensiva, tendiente a la protección y defensa de derechos. Pareciendo 

lo más pertinente el uso de ambos tipos de métodos;  justificándose el uso de los segundos en 

el hecho de que en la interpretación constitucional como antes ya lo hemos señalado 

trabajaremos con principios y valores que constan como normas en la ConsE y cuyo fin es la 

garantía de derechos fundamentales.  

 

Debiendo tener presente por otro lado que,  en cualquiera de los métodos siempre va a haber 

una valoración de los jueces, quienes jamás por su condición humana pueden tener una 

absoluta objetividad; y,  para evitar el abuso o exagerado subjetivismo de los jueces en sus 

resoluciones no se debe desechar los métodos de interpretación tradicional, pues estos 

pueden servir conjuntamente con los modernos métodos de interpretación, con la aplicación 

de principios y valores positivizados.  Entonces la valoración no es antojadiza ni arbitraria, 

busca concretar el contenido de los derechos humanos. (Cárdenas, 2011, pág. 109 a 112). 

 

Al respecto, autores como Sebastián González Andrade en su artículo ¨ Interpretando las 

palabras constitucionales y su límite en el principio democrático ¨, al referirse a la Teoría 

Lingüística de la Interpretación Constitucional, señala: ¨ Estamos claros en primer lugar, que 

no existe preeminencia entre uno u otro método. ¨ (Gargarella, 2011).  

 

Por lo tanto todos son instrumentos de interpretación constitucional, que servirán en conjunto 

(ante la insuficiencia de uno u otro)  al juzgador, según el caso concreto, en pro de la tutela 

de derechos.  

 

Por otro lado, también hay que resaltar la ineludible tarea de resolver y por lo tanto de 

interpretar por parte del juzgador, así:  
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El Art. 28 del Código Orgánico de la Función Judicial regula sobre el ¨  Principio de la 

Obligatoriedad de Administrar Justicia ¨ en los siguientes términos: 

  

¨ Las juezas y jueces, en el ejercicio de sus funciones, se limitarán a juzgar y hacer que se 

ejecute lo juzgado, con arreglo a la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos 

humanos y las leyes de la República. 

 

No podrán excusarse de ejercer su autoridad o de fallar en los asuntos de su competencia por 

falta de norma u oscuridad de las mismas, y deberán hacerlo con arreglo al ordenamiento 

jurídico, de acuerdo a la materia. 

 

Los principios generales del derecho, así como la doctrina y la jurisprudencia, servirán 

para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento legal, así como 

también para suplir la ausencia o insuficiencia de las disposiciones que regulan una materia. ¨ 

 

Es revelador el texto del citado artículo respecto a la realidad de la actividad judicial, pues si bien 

inicialmente se le limita al juez a juzgar y ejecutar lo juzgado, luego la propia norma contempla 

el supuesto de que no existan normas (tradicionalmente diríamos falta la premisa mayor), o 

existe obscuridad en ellas, para finalmente aceptar que el juez deberán realizar una tarea de 

interpretación ante tal ausencia e insuficiencia.  Lo que implica que el juez vía interpretación 

suplirá las ausencias e insuficiencias, basándose no solo en las normas sino en principios, 

doctrina e incluso jurisprudencia. El artículo habla por sí solo y nos demuestra que en el Estado 

Constitucional Ecuatoriano, la actividad del juez ha dejado de ser un mero eco de lo que la 

norma escrita señala. 

 

  

3.2.1.- Métodos de interpretación constitucional. 

 

El intérprete de la ConsE puede utilizar los distintos métodos en la búsqueda del sentido de la 

norma y la finalidad de la ciencia jurídica que es la protección de los derechos de las personas y 

de bienes jurídicos esenciales como la justicia, la paz, la seguridad. Por ello no sería pertinente 
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asegurar que es un solo método el que se debe utilizarse para la interpretación, ya que en muchos 

casos solo el uso de varios métodos permitirá la correcta interpretación, pudiendo incluso 

señalarse que en materia constitucional el método literal casi siempre es insuficiente. 

 

La propia normatividad ecuatoriana reconoce métodos  tradicionales utilizados tanto para la 

interpretación legal como de normas constitucionales (reglas);  así como métodos modernos 

usados más para la interpretación de normas constitucionales con estructura de principios. 

(Cárdenas, 2011, pág. 118) 

 

A continuación haré referencia a los métodos literal, teleológico, sistemático, evolutivo y de 

ponderación contemplados tanto en la ConsE como en la LOGJCC conforme pasaremos a 

analizar: 

 

¨ Las normas constitucionales se interpretarán por el tenor literal que más se ajuste a la 

Constitución en su integralidad. En caso de duda, se interpretarán en el sentido que más 

favorezca a la plena vigencia de los derechos y que mejor respete la voluntad del constituyente, y 

de acuerdo con los principios generales de la interpretación constitucional. ¨ (Art. 427 ConsE). 

 

Así mismo en su parte inicial el Art. 3 de la LOGJCC señala: 

 

¨ Métodos y reglas de interpretación constitucional.- Las normas constitucionales se interpretarán 

en el sentido que más se ajuste a la Constitución en su integralidad, en caso de duda, se 

interpretará en el sentido que más favorezca a la plena vigencia de los derechos reconocidos en la 

Constitución y que mejor respete la voluntad del constituyente. 

 

Se tendrán en cuenta los siguientes métodos y reglas de interpretación jurídica constitucional y 

ordinaria para resolver las causas que se sometan a su conocimiento, sin perjuicio de que en un 

caso se utilicen uno o varios de ellos..¨ 

 

Nótese que: Se dispone que los métodos y reglas sirven para la interpretación jurídica 

constitucional y ordinaria, lo que una vez más nos lleva a afirmar que la interpretación 
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constitucional no solo ha de estar presente en la jurisdicción constitucional sino también en la 

ordinaria cuando estén de por medio derechos fundamentales y principios constitucionales. 

  

a) Interpretación literal: 

 

El positivista Kelsen con su ¨ Teoría Pura¨  rechaza cualquier interpretación del juez basada en su 

voluntad  o en nociones sociales, concepciones morales o sociológicas, ya que el significado de 

la norma está en su propia estructura lógica, pues el sistema jurídico es un sistema lógico, 

cerrado, y capaz por sí mismo de dar respuestas a los casos. Por lo que la interpretación que 

plantea es la literal y lógico-sistémica. (Cardenas, 2011, pág. 86) 

 

El Art.427 de la ConsE se refiere a la interpretación en base al tenor literal.- Sin embargo  éste 

método de interpretación no resulta suficiente para una cabal interpretación constitucional, 

puesto que:  

 

En varios casos las palabras no bastan para hacernos saber el verdadero propósito de la norma o 

principio constitucional. 

 

Las palabras pueden ser ambiguas o vagas e interpretadas (darles un significado) en su conjunto 

de maneras diferentes e incluso contradictorias. 

 

Las palabras cambian de significado. 

 

Las palabras pueden ser adjetivos calificativos que implican un juicio de valor por parte de quien 

las debe aplicar. 

 

Contemplada esta interpretación en el Art. 3 literal 7 de la LOGJCC, que dispone: ¨ Cuando el 

sentido de la norma es claro se atenderá su tenor literal, sin perjuicio de que para lograr un 

resultado justo en el caso, se puedan utilizar otros métodos de interpretación ¨. Vemos como la 

propia disposición prevé ya la insuficiencia del método para la consecución del fin justicia y 

podríamos agregar para la interpretación de normas-principios. 
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b) Interpretación sistemática: 

 

El Art.427 luego de referirse al ¨ tenor literal ¨ agrega ¨ que más se ajuste a la Constitución en su 

integralidad ¨, expresión también considerada en el Art.3 inciso primero de la LOGJCC, misma 

que hace referencia a la interpretación sistemática, contemplada en el numeral 5 del Art. 3 de  la 

ley de la materia que dispone:  

 

¨ Las normas jurídicas deberán ser interpretadas a partir del contexto general del texto normativo, 

para lograr entre todas las disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y armonía. ¨    

 

Este método de interpretación obliga al intérprete a observar la integralidad de las normas 

constitucionales, asunto de suma importancia pues las sentencias deben ser ejecutables y en 

muchos casos ello no es posible cuando se ha tomado una decisión al amparo de una disposición 

considerada en forma individual y aislada de todo el ordenamiento jurídico. Por ejemplo el 

derecho a la propiedad existe pero hay que considerarlo y protegerlo dentro de los límites del 

interés público o social. 

 

c) Interpretación Dinámica o Evolutiva. 

 

Método que plantea la importancia no solo del momento de creación de la normas sino también 

del momento de su interpretación y aplicación, en el que se habrán modificado las condiciones 

socio-económicas, políticas y propiamente jurídicas, requiriéndose por tanto una interpretación 

evolutiva. Esta interpretación podría ser de gran valor para los jueces a la hora de aplicar normas 

con contenido de principios, referentes a derechos fundamentales, se desarrollan de manera 

progresiva a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. (Art. 11 numeral 8 

ConsE).   

 

Respecto a esta interpretación el Art.3 numeral 4 de la LOGJCC señala que: ¨ Las normas se 

entenderán a partir de las cambiantes situaciones que ellas regulan, con el objeto de no hacerlas 
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inoperantes o ineficientes o de tornarlas contrarias a otras reglas  o principios constitucionales. ¨  

Esta adaptación será posible y positiva hasta cuando la propia estructura de la norma lo permita. 

 

d) Método originalista.  

 

El Art. 3 de la LOGJCC  en el inciso primero dispone también que, ¨ Las normas 

constitucionales se  interpretarán en el sentido…que mejor respete la voluntad del constituyente. 

¨  

 

Busca el espíritu de la norma y para ser más precisos el sentido o la intención que el legislador 

quiso darle a la norma, en el momento histórico en que la creo, cuáles fueron los antecedentes, 

las motivaciones, los debates  para que la norma nazca. Se lo conoce también como método 

histórico, originalismo o intencionalismo. Todo ello con el fin de evitar subjetivismos o 

arbitrariedades de los jueces que se plasman con el tiempo.  

 

La finalidad del propio método marca sus límites para una adecuada interpretación 

constitucional, más aún si aceptamos que el derecho y los derechos evolucionan con la historia, y 

el contenido de las normas constitucionales debe responder a nuevas necesidades sociales.  

Aclarando claro, que esta adaptación que exigen las nuevas circunstancias no puede forzar el 

contenido de las normas a tal punto que su interpretación resulte incongruente con su propia 

expresión, en tal caso es el momento de que las normas pasen a la historia jurídica y den paso a 

nuevas construcciones jurídicas coherentes  con las nuevas necesidades de las personas y la 

sociedad.  

 

e) Interpretación teleológica. 

 

¨ Las normas jurídicas se entenderán a partir de los fines que persigue el texto normativo¨ (Art.3 

numeral 6 LOGJCC). 
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La organización de los Estados tiene finalidades socio-económicas, políticas, es más su propia 

existencia se encuentra justificada por los fines que persigue y que legitiman el poder del Estado 

que se lo ejerce en distintas funciones entre ellas la jurisdiccional. 

 

Con anterioridad ya se dejó sentado algunas reflexiones sobre el nuevo Estado Constitucional 

Ecuatoriano y entre ellas que la finalidad del mismo era la protección y garantía de los derechos 

fundamentales, éste entonces es el nuevo fin. 

 

Un estado es un todo organizado que tiene distintos objetivos y un mismo fin, el apuntar hacia él, 

a través de una justicia constitucional que se enriquece no con la aplicación mecánica de las 

normas sino con la interpretación (pueden usarse varios métodos)  basada en los derechos y 

principios constitucionales, en los derechos propios de la dignidad de las personas, nos permitirá 

llegar al fin querido. 

 

Y cabe también resaltar que a través del derecho también se ha buscado tutelar otros bienes 

jurídicos así mismo esenciales para las personas, las naciones, y los Estados tales como la 

seguridad y la justicia, es por ello necesario resaltar que entre los principios de la administración 

de justicia constantes en la ConsE, el Art. 169 dispone: 

 

¨ El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 

consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y 

economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la 

justicia por la sola omisión de formalidades. ¨  

 

Recordemos que el Ecuador no solo es un Estado Constitucional de Derechos sino también de ¨ 

Justicia ¨ por lo que su realización no solo a través del sistema procesal sino también del derecho 

sustancial, material es un verdadero fin y a su consecución debe apuntar la interpretación 

constitucional. 

 

Hasta aquí nos hemos referido a métodos de interpretación constitucional tradicional, en varios 

de ellos cabe la subsunción, ya que las normas que se interpretan contienen un supuesto  jurídico 



31 
 

que de concretarse en la práctica traen una consecuencia determinada que va a regular conductas 

mandando, prohibiendo o permitiendo. 

 

Entonces, existen normas constitucionales referentes a derechos humanos que tienen naturaleza 

de reglas y otras que tienen naturaleza de principios;  a las primeras se las puede interpretar 

usando los métodos de interpretación clásicos y la técnica de  la subsunción, mientras que a las 

segundas lo haremos utilizando la técnica de la ponderación.  A diferencia de las reglas los 

principios son generales, categóricos, sirven de fundamento para otras normas y no se aplica la 

subsunción entre ellos;  sino que en caso de conflicto se resolverán a través de la técnica de la 

ponderación.  (Cárdenas, 2011, pág. 43 y 44) 

 

f) Ponderación.  

 

La ponderación se aplica ante el conflicto de derechos constitucionales de igual rango normativo, 

circunstancia ante la cual no caben los métodos tradicionales ni la técnica de subsunción. 

 

Mediante la ponderación: ¨ Se deberá establecer una relación de preferencia, entre los principios 

y normas, condicionada a las circunstancias del caso concreto, para determinar la decisión 

adecuada. Cuando mayor sea el grado de la no satisfacción o de afectación de un derecho o 

principio, tanto mayor tiene que ser la importancia de la satisfacción del otro. ¨  (Art. 3 numeral 3 

LOGJCC).  

 

La Corte Constitucional de Colombia, dentro del Expediente No.D-1008 de demanda de 

inconstitucionalidad contra el artículo 40, liberal b), de la ley 48 de 1993, en la Sentencia No. C-

022/96 ha señalado: 

 

¨  La teoría jurídica alemana, partiendo de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal, 

ha mostrado cómo el concepto de razonabilidad, pude ser aplicado satisfactoriamente  solo si se 

concreta en otro más específico, el de proporcionalidad. El concepto de proporcionalidad sirve 

como punto de apoyo de la ponderación entre principios constitucionales: cuando dos principios 

entran en colisión, porque la aplicación de uno implica la reducción  del campo de aplicación de 
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otro, corresponde al juez constitucional determinar si esa reducción es proporcionada, a la luz de 

la importancia del principio afectado¨. 

 

Es así como la ponderación está relacionada con el ¨ principio de proporcionalidad ¨ (la ley lo 

llama principio, aunque conste dentro del Art.3 referente a los métodos interpretación 

constitucional) que operará: ¨ Cuando existan contradicciones entre principios o normas, y no sea 

posible resolverlas a través  de las reglas de solución de antinomias. ¨  Opera verificando en 

primer término que la medida en cuestión protege un fin constitucionalmente válido, que sea 

idónea y necesaria para garantizarlo, y que exista un debido equilibrio entre la protección y 

restricción constitucional. ¨ (Art.3 numeral 2). 

 

En la citada sentencia, La Corte Constitucional de Colombiana, sobre la proporcionalidad ha 

manifestado que:  ¨ El concepto de proporcionalidad comprende tres conceptos parciales:  La 

adecuación de los medios escogidos para la consecución del fin perseguido, la necesidad de la 

utilización de esos medios para el logro del fin ( esto es, que no exista otro medio que pueda 

conducir al fin y que sacrifique en menor medida los principios constitucionales afectados  por el 

uso de esos medios), y la proporcionalidad en sentido estricto entre medios y fin, es decir, que el 

principio satisfecho por el logro de este fin no sacrifique principios constitucionalmente más 

importantes.¨ 

 

Obviamente para usar los métodos de ponderación y proporcionalidad el juez requiere (ante la 

imposibilidad de la subsunción) realizar una delicada labor de argumentación e interpretación 

que deberá hacerla constar en la motivación de su resolución cumpliendo lo establecido en el 

Art. 76 numeral 7 literal l) de la ConsE, que esencialmente deberá fundamentarse en las normas 

y principios constitucionales, en pro de la protección de los derechos fundamentales y la 

realización de la justicia. 

 

  

3.4.- Análisis de un  caso práctico:   Análisis de la acción pública de inconstitucionalidad y 

del control e interpretación constitucional en la sentencia No. 003-09-SIN-CC.  Caso No. 

0021-2009-IA. 
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En un Estado Constitucional de derechos y justicia resulta imperante para el 

cumplimiento de sus deberes y consecución de sus fines que, las normas sean aplicadas e 

interpretadas a la luz de las disposiciones constitucionales. 

“[…] el paradigma del Estado constitucional de derecho o sea, el modelo garantistas no es otra 

cosa que esta doble función derecho al derecho, que afecta a ambas dimensiones de todo 

fenómeno normativo: la vigencia y la validez, la forma y la sustancia. […]”  (Ferrajoli, 2001, 

pág. 22) 

Siendo La Corte Constitucional  el máximo organismo de control, interpretación, y 

administración de justicia constitucional, (Art. 429 de la Constitución), tiene entre sus 

atribuciones conforme lo establece el Art. 436 en sus numerales 1, 2, 3 y 4 de la Constitución de 

la República: 

¨ Art.436.- La Corte Constitucional ejercerá, además de las que le confiera la ley, las siguientes 

atribuciones:… 

1. Ser la máxima instancia de interpretación de la Constitución,….a través de sus dictámenes y 

sentencias… 

2. Conocer y resolver las acciones públicas de inconstitucionalidad, por el fondo o por la forma, 

contra actos normativos de carácter general emitidos por órganos autoridades del Estado.  La 

declaratoria de inconstitucionalidad tendrá como efecto la invalidez del acto normativo 

impugnado. 

3. Declarar de oficio la inconstitucionalidad de normas conexas, cuando en los casos sometidos 

a su conocimiento concluya que una o varias de ellas son contrarias a la Constitución. 

4. Conocer y resolver, a petición de parte, la inconstitucionalidad contra los actos 

administrativos con efectos generales emitidos por toda autoridad pública.  La declaratoria de 

inconstitucionalidad tendrá como efecto la invalidez del acto administrativo. ¨ 

Dentro de este marco la sentencia constitucional seleccionada presenta gran riqueza para el 

análisis jurídico ya que, nos encontramos frente a temas como la declaratoria de 
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inconstitucionalidd, la interpretación condicionada, así como normas declaradas 

inconstitucionales por conexidad. 

La sentencia analizada es la Sentencia NO 003-09-SIN-CC. CASO N.o 0021-2009-IA referente a 

la Acción Pública de Inconstitucionalidad de acto administrativo con efectos generales, planteada 

el 24 de abril del 2009 por el Contralor General del Estado, a través de la cual solicitó a la Corte 

Constitucional: ¨ Declare La inconstitucionalidad por el fondo de los actos administrativos 

contenidos en los oficio No.5569 de 05 de Enero y 5929 de 03 de Febrero de 2009, emanados del 

Procurador General del Estado. ¨ Adjunta copias de la sentencia en mención, de la cual me 

referiré a los temas que considero relevantes y que serán desarrollados en líneas posteriores.   

Previo a ello, debo referirme a la acción pública de inconstitucionalidad, como un mecanismo 

constitucional a través del cual,  la Corte Constitucional, realiza un control abstracto de 

constitucionalidad, pudiendo entre otras competencias resolver sobre  ¨actos normativos y 

administrativos con carácter general¨.  Existen criterios discrepantes en cuanto a si los actos 

administrativos con carácter general son actos normativos o no lo son. 

Las posiciones doctrinarias son diversas: El doctrinario Manuel María Diez (Diez, 1965, págs. 

204-207), al dar una noción conceptual del acto administrativo e identificarlo como una 

declaración  unilateral de un órgano en ejercicio de la función administrativa que produce efectos 

jurídicos con relación a terceros, indica que el concepto de acto administrativo debe abarcar tanto 

a los actos concretos como a los  generales, dentro de éstos últimos estarían reglamentos, 

resoluciones ministeriales, entre otros. También el autor Efraín Pérez (Pérez, 2009, pág. 17) 

señala que  “un acto normativo no deja de ser tal por el hecho de que sus destinatarios puedan ser 

individualizados, siempre que la decisión involucre a la generalidad de los diversos sectores”.  

Por su parte, el Tratadista del Derecho Administrativo, Miguel Marienhoff, (Marienhoff, 1964, 

pág. Pag.122) señala que  “se entiende que el acto es general cuando la declaración que lo 

constituye mira abstractamente a una pluralidad de personas o casos indeterminados o 

indeterminables”.  Agrega el autor diferenciando también al acto general del acto especial, 

concreto o individual que, este último se dará si la declaración mira a una o más personas o casos 

individualmente determinados o determinables.  
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A mi criterio el acto administrativo puede ser concreto cuando produce efectos en uno o varios 

individuos de un grupo específico y determinado; y,  será abstracto cuando sus efectos tengan el 

carácter de general.  Sin embargo, la redacción del texto constitucional en su Art.436 numerales 

2 y 4 y el Art. 75 literal d) de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, no logran plasmar la diferencia entre los actos normativos, dentro de los cuales 

pueden estar los reglamentos;  y , los actos administrativos concretos con efectos en un grupo 

determinado de individuos;  ya que, los actos administrativos con efectos generales, son como 

hemos señalado actos normativos obviamente de carácter general, y por lo tanto, a mi criterio, 

se encuentran incluidos en el numeral 2 del Art. 436. 

En el caso concreto los actos administrativos constantes en los oficios cuya inconstitucionalidad 

pide el Contralor sea declarado, contienen la respuesta a las siguientes dos consultas realizadas a 

la Procuraduría por parte de la Contraloría: Si los servicios del aeropuerto Mariscal Sucre y del 

nuevo aeropuerto de Quito, concesionados a la Corporación QUIPORT, son públicos? Y si,  las 

tasas que recibe QUIPORT por el contrato de concesión son recursos públicos o privados? 

La Procuraduría se pronuncia indicando que los servicios del actual y nuevo aeropuerto son 

públicos y a la segunda pregunta indica que las tarifas que recauda QUIPORT, por el contrato de 

concesión no constituyen tributos ya que no son recaudadas por el Estado directamente ni el 

servicio es prestado por el Estado. Diferenciando así las tarifas de las tasas que si son tributos, 

siendo éstas últimas recaudadas directamente por el Estado quien además presta directamente el 

servicio.  Concluye la Procuraduría que los valores recaudados por el contrato de concesión no 

son públicos sino privados, siendo una retribución económica a favor del concesionario que se 

distribuye según lo acordado en el contrato, todo ello en atención al inciso segundo del Art.3 de 

la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado. 

Al plantear la acción pública de inconstitucionalidad del pronunciamiento de Procurador, el 

Contralor sustenta la misma en que: Se viola al Art.211 de la Constitución referente a la 

competencia de la contraloría para el control de los recursos estatales dentro de los cuales están 

los cobrados por los servicios aeroportuarios y los bienes muebles e inmuebles del aeropuerto 

que aunque son administrados por QUIPORT son Municipales. Viola el Art. 261 numeral 10 

referente a que son competencias exclusivas del Estado Central el Régimen General de Puertos y 

Aeropuertos y que cualquier ordenanza debería ser aplicada e interpretada de acuerdo a la 
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constitución. Indica se viola el Art.287 de la Constitución que señala al servicio aeroportuario 

como una actividad estratégica de competencia exclusiva del Estado Central. Cuestiona la 

consideración como recursos privados de las tasas, violando el Art.301 de la Constitución y 321 

pues, a través de un contrato de concesión se está cambiando la naturaleza de un bien público en 

un bien privado. Se viola el principio de legalidad (Art. 226) y el de supremacía constitucional 

(Art.424) de la Constitución pues hace prevalecer disposiciones contractuales sobre las 

constitucionales.  Señala finalmente entre sus pretensiones que el Pleno de la Corte 

Constitucional declare la naturaleza pública de los cobros de las tasas aeroportuarias o que 

dichos recursos son objeto de control de la contraloría. La inconstitucionalidad de la respuestas 

del Procurador y le disponga emita nuevo pronunciamiento que reemplace al declarado 

inconstitucional y que acoja criterios constitucionales. 

En su contestación el Contralor indica en síntesis que  las concesiones no están prohibidas al 

tenor de los dispuesto por el Art. 316, señalando que hay improcedencia de la demanda por 

inexistencia de inconstitucionalidad pues no se viola el Art. 221 de la Constitución al haber 

dejado a salvo las facultades del Contralor, que si bien el art. 261.10 cambia el tratamiento que se 

debe dar a los aeropuertos, el contrato de concesión se celebró al amparo de la anterior 

Constitución y la Procuraduría debe respetar el principio de seguridad jurídica y el de legalidad. 

Que existe pronunciamiento del Tribunal Constitucional de las tarifas aeropuertuarias como 

prestación contractual a favor del concesionario y no como tributo. Que la demanda en el fondo 

implica una impugnación al contrato de concesión y que el pronunciamiento de la Procuraduría 

es un acto administrativo vinculante de conocimiento o juicio sin que haya podido este órgano 

realizar pronunciamiento que corresponderían a la función judicial. 

La Corte debe declarar la invalidez del acto impugnado o validarlo en el ordenamiento jurídico 

actual  dándole la característica de cosa juzgada. El análisis de la sentencia lo realizaré 

abordando los temas relevantes que se presentan: 

Respecto a la naturaleza jurídica de los pronunciamientos de la Procuraduría General del Estado, 

según la Corte forman parte del derecho objetivo por su naturaleza vinculante; criterio acertado, 

pues los dictámenes de la procuraduría si son actos administrativos unilaterales emitidos en 

ejercicio de una función administrativa y que produce efectos en terceros. Cabe señalar que si 

bien la Procuraduría emite un criterio jurídico este al ser vinculante  obligatorio, al indicar la 
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forma de proceder de la administración pública,  por ende es un acto administrativo con efectos 

generales.  Crea derechos y está reconocido en nuestra ordenamiento constitucional, Art.425 

dentro del orden jerárquico normativo como acto y decisión de poder público. 

Sobre la interpretación constitucional del Art.3 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del 

Estado, concretamente el inciso segundo, La Corte correctamente indica que, el pronunciamiento 

del Procurador si pone límites a la facultades del Contralor sobre los recursos que se obtienen de 

los servicios aeroportuarios; sin embargo de lo cual decide  aplicar el principio de conservación 

del derecho y opta por emitir una sentencia interpretativa que declare la inconstitucionalidad de 

la interpretación errónea  realizada por el Procurador, en el sentido de que los recursos en 

mención pierden su calidad de recurso público y se convierte en una contraprestación de la 

relación contractual.  La Corte indica que existe error en dicha interpretación y para ello hace 

referencia a los aspectos fundamentales del contrato de concesión mismos que los comparto, 

excepto en la parte que al referirse a la autonomía como elemento del contrato de concesión, 

señala ¨ El concesionario desempeña sus funciones con autonomía, en el sentido de que no se 

encuentra vinculado por una relación de dependencia jurídica ¨  considero que todo contrato 

implica una dependencia jurídica de las partes a las cláusulas contractuales a las  que convinieron  

sujetarse, más aún en la contratación pública en la cual se hacen presentes las cláusulas 

exhorbitantes del derecho   común y un conjunto de prerrogativas del Estado justificados por el 

fin público que pretende satisfacer. (Diez Moreno, Fernando y Otros , 1999, pág. 246) nótese 

incluso que al hacer mención al elemento control en su sentencia la Corte habla de la posibilidad, 

que a mi criterio debería ser necesidad, de reglamentación y vigilancia, por lo que mal se puede 

hablar de una autonomía jurídica e inexistencia de una relación de dependencia jurídica, lo que 

claro está no existe es una relación jurídica laboral. 

Coincido en que es equívoca la interpretación del Procurador General del Estado, pues con el 

contrato de concesión no hay transferencia  sino únicamente es un contrato por el cual el Estado 

encomienda a un particular la prestación y administración del servicio, la concesión es una forma 

de prestación indirecta de servicios públicos. Roberto Dromi (Dromi, 1997, pág. 441) la 

identifica como una delegación convencional de atribuciones de la Administración pública al 

concesionario que, no implica traspaso definitivo de las mismas, reservándose la administración 

la facultad de control. 
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Dentro del análisis de este punto la Corte ejerciendo su atribución de interpretación 

constitucional, da una interpretación condicionada al inciso segundo del Art.3 de la LOCGE 

indicando que la transferencia de títulos, acciones, participaciones o derechos del sector público 

al privado no se dará a través del contrato de concesión.  Y que los recursos públicos no pierden 

su calidad, estando por tanto sujetos al control de la Contraloría General del Estado. 

Otro tema que se presta al análisis es el referente a la naturaleza jurídica de los pagos de los 

servicios aeroportuarios: Los servicios aeroportuarios son públicos de competencia exclusiva del 

estado, relativamente delegables por el Art.361 de la Constitución; las actividades que se 

desarrollen para la prestación del mismo como del manejo de los recursos captados del público 

son también de interés público. Frente a la prestación del servicio por su naturaleza y por lógica 

jurídica, lo que se cobra al usuario son tributos; siendo por lógica consecuencia el sujeto activo 

de la relación tributaria  el Estado, debiendo dichos valores por tasas ingresar a sus arcas por el 

hecho imponible de la prestación de un servicio público, en forma efectiva o potencial.  

Con la actual Constitución las tasas para los servicios aeroportuarios no pueden ser establecidas 

por ordenanza pues la competencias de los gobiernos municipales establecida en el Art. 264 

numeral cinco encuentra su límite en el Art.261 referente a la competencia exclusiva del 

gobierno central sobre los servicios aeroportuarias; sin embargo antes con la constitución de 

1998, los gobiernos municipales si podían crear, modificar y extinguir tasas incluso 

aeroportuarias, pero jamás ni con la anterior Constitución podían delegar esta potestad tributaria 

a la concesionaria por lo que dicha actividad declara la Corte era y es contraria a la Constitución. 

Importante también es señalar que los tributos- tasas del servicio esencial aeroportuario tiene 

reserva de ley.  Precisa la Corte que el servicio aeroportuario se presta bajo un régimen de 

monopolio de derecho. Concluye que la tasa es un ingreso tributario, ingreso público, de derecho 

público, numerario y que debe ingresar a las arcas del Estado. Agrega que ni el Municipio de 

Quito ni Quiport, pueden mantenerse como prestadores, reguladores ni recaudadores de un 

servicio público esencial y exclusivo del Estado Central. 

Dentro de la interpretación constitucional que la Corte realiza, considero de suma importancia el 

haber utilizado el método de interpretación sistemática, al interpretar en conjunto reglas, 

principios y valores es gracias a ello que existe concordancia y armonía en el análisis que realiza 
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cuando concluye que la facultad de los municipios de crear, modificar o suprimir tributos la 

podrán ejercer en el ámbito de sus competencias y no en el de las que le corresponden 

exclusivamente al gobierno central, transparentando a través de esta interpretación que, no existe 

contradicción entre las normas constitucionales de los Arts. 132 numeral 3 y 264.  

La Corte Constitucional declara la inconstitucionalidad y expulsión del ordenamiento jurídico de 

la segunda parte del dictamen del Procurador General del Estado, en la que señala 

equívocamente que, las tarifas  del servicio no son recursos públicos sino privados, que no le 

pertenecen al Estado sino ingresan al activo corriente del concesionario.  Realizando así de 

manera acertada la declaratoria de inconstitucionalidad parcial de los actos administrativos 5929 

y 5569 en mención, por contravenir disposiciones constitucionales constantes en los arts. 211 al 

limitar e interferir en las atribuciones del Contralor General del Estado, Art.261 numeral 10 al 

desconocer la competencia exclusiva del Estado Central sobre el servicio aeroportuario y los 

principios de reserva de ley y reserva de ley orgánica consagrados en los Arts. 120 numeral 7, 

132 numeral 3 y 133 numeral 3, respectivamente que se deben considerar para el establecimiento 

de tributos. 

Resulta lamentable y admirable que justamente correspondiéndole al Procurador General del 

Estado, el asesoramiento legal y la absolución de las consultas jurídicas a los organismos y 

entidades del sector público, haya dado una interpretación que vulnera normas constitucionales y 

porque no decirlo el mismo interés público, al interés de la comunidad en pro de particulares;  al 

establecer, con carácter vinculante, que las tasas aeroportuarias pasan de ser ingresos tributarios 

a ser ingresos privados, el error y las consecuencias de su gravedad hablan por sí solos. 

 

Respecto a los pronunciamientos del  extinto Tribunal Constitucional, La Corte se pronuncia en 

el sentido de que no existe obligatoriedad de precedente respecto de las resoluciones del ex 

Tribunal Constitucional pasadas en autoridad de cosa juzgada pues las misma se realizaron de 

acuerdo a la Constitución de 1998 que respondían a unos principios filosóficos y estructura 

jurídica diferente a la de la actual Constitución que es la norma vigente y suprema, por lo tanto la 

obligatoriedad del precedente constitucional será únicamente para aquellos emitidos con la  

vigencia de la actual Constitución.  
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Considero correcto el criterio de la Corte, en pro de la seguridad jurídica y el principio de 

supremacía constitucional; más aún si tomamos en cuenta que, la nueva Constitución responde a 

una nueva  y diferente realidad y necesidad del Estado Ecuatoriano, y de querer imponer 

resoluciones anteriores podrían darse discordancias prácticas. 

 

Finalmente y parte de la riqueza de la sentencia analizada constituye la declaratoria de oficio de 

la inconstitucionalidad de normas conexas, las normas constantes en la Ordenanza Municipal 

N.0154 antes citada, declaratoria que realiza la Corte en ejercicio de su competencia establecida 

en el Art.436 numeral 3 de la Constitución de la República, competencia también referida en el 

Art. 75 numeral 4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y 

que forma parte del Control Abstracto de Constitucionalidad, cuando ¨con ocasión de un proceso 

constitucional, encuentre la incompatibilidad entre una disposición jurídica y las normas 

constitucionales¨. Para lo cual,  la Corte también procede al análisis de la Ordenanza Municipal 

0154 R.O 28-11-2005 que regula el cobro de tasas aeropuertarias para la aplicación en el 

Aeropuerto Internacional Mariscal Sucre y el Nuevo Aeropuerto Internacional de Quito 

señalando que en esta ordenanza se produce una inconstitucionalidad sobrevenida, ya que su 

sustento era la Constitución Política de 1998 derogada, y al contrastar dicha ordenanza con la 

Constitución vigente vemos que es contraria a la misma puesto que viola el principio de Ley 

Orgánica requerida para establecer, modificar, exonerar o extinguir impuestos referentes a 

servicios públicos de competencia exclusiva del Estado Central, cuando la ordenanza señala la 

facultad del cocesionario y de la CORPAC para cobrar y recaudar tarifas señalando además que 

las mismas se modificarán automáticamente sin necesidad de nuevas ordenanza u otros 

requisitos, todo ello en aplicación del contrato de concesión, delegándose así la capacidad de 

modificar tasas; es evidente conforme lo expone Roberto Bhrunis (Bhrunis, 2010) que existe 

vulneración del principio de legalidad tributaria antes referido y del de publicidad de las normas.  

 

La sentencia que emite la Corte en base a las consideraciones, analizadas en el presente trabajo, 

declara la inconstitucionalidad parcial por el fondo de los actos administrativos emitidos por el 

Procurador General del Estado, ratifica la competencia de la Contraloría General del Estado para 

el control de los bienes y recursos públicos afectados a los servicios aeroportuarios, ratifica el 

carácter público de las tasas que se cobran por dicho servicio, realiza una interpretación 
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condicionada del inciso segundo del artículo 3 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del 

Estado, señalando que en el contrato de concesión no existe transferencia del patrimonio público 

al privado, declara la inconstitucionalidad por conexidad de la Ordenanza 0154 del 28-11-2005, 

inconstitucionalidad sobrevenida con el nuevo ordenamiento constitucional, declara por el 

principio de reserva de ley, la inconstitucionalidad de establecer tasas aeroportuarias por contrato  

y finalmente con toda propiedad dispone a los poderes públicos e interesados adecuar los actos y 

contratos a las disposiciones constitucionales en atención a la supremacía de la Constitución so 

pena de que sus actuaciones pierdan eficacia jurídica y los instrumentos derivados de ellas sean 

declarados nulos. 

 

 

CONCLUSIONES:  

Sobre el análisis teórico: 

- El Estado Ecuatoriano, conforme al texto de la ConsE 2008 vigente,  ha tenido un cambio 

de Estado de Derecho a Estado Constitucional de Derechos y Justicia, democrático,  en el 

cual superando el neopositivismo se pretende un neo constitucionalismo. 

 

- Sigue vigente lo establecido por el Art. 16 de  la Declaración Francesa de Derechos de 

1789 que dice: ¨ Una sociedad en la que la garantía de los derechos no está asegurada y la 

separación de poderes no está definitivamente determinada no tienen una constitución.¨  

 

 

- Entre los fines que un Estado persigue están el respeto a los derechos humanos y la 

dignidad,  la paz, la seguridad, la igualdad y otros valores y derechos y cuando ellos han 

sido vulnerados los ciudadanos recurrimos a la actuación de la función jurisdiccional, de 

los jueces constitucionales, pues ella pondrá el remedio jurídico al mal ocasionado.  

 

- No necesariamente la existencia de un Estado con constitución garantiza la existencia de 

un Estado Constitucional de Derechos y Justicia y Democrático, ello dependerá de si en 
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las constituciones se recogen los principios de la democracia y los medios para garantizar 

su efectiva vigencia y en la justicia ordinaria y constitucional se aplica las normas y 

principios constitucionales. 

 

- Dentro de los cambios de la normativa constitucional considero un  acierto el que la 

interpretación obligatoria de la Constitución ya no sea una de las atribuciones del 

legislativo, sino de otro órgano independiente de él, como la Corte Constitucional,  ello 

en pro de la imparcialidad en el análisis de constitucionalidad de una norma con rango de 

ley. 

 

- Existe correspondencia y armonía entre los principios constitucionales para el ejercicio 

de derechos contemplados en el Art.11 de la ConsE y los principios rectores y 

disposiciones fundamentales regulados en el Título II, Capítulo II del Código Orgánico 

de la Función Judicial. Lo que nos permite concluir que los jueces ordinarios y 

constitucionales cuentan con un sistema normativo que realmente les permite realizar sus 

interpretaciones y aplicaciones de las normas y principios constitucionales, de las 

contempladas en los instrumentos internacionales de derechos humanos y de los derechos 

propios de la dignidad de las personas. 

 

 

- Según se  desprende del texto del numeral 2 del Art.2 la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, se está contemplando la  posibilidad en la 

actividad jurisdiccional constitucional, de creación del derecho, lo que haría del juez no 

solo un intérprete sino también un creador. 

 

- La función judicial requiere gozar de una independencia interna y externa, para emitir 

resoluciones imparciales;  requiere de la valentía y probidad del juzgador, que le permita 

hacer prevalecer los derechos frente al poder de quienes deben reparar su vulneración; 

necesita de jueces que superen su papel tradicional de ser  ¨ boca de la ley¨ limitándose a 

una interpretación positivista; necesita de jueces que realicen la interpretación de las 

normas constitucionales e infra constitucionales, en base a las normas y principios 
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fundamentales, los acuerdos y tratados internacionales;  y, requiere de intérpretes que 

utilicen según el caso concreto los distintos métodos de interpretación constitucional 

tradicionales y modernos, sin desecharlos en aplicación de posiciones doctrinarias 

rígidas,  sino buscando su  funcionamiento como un sistema integrado y que en la 

práctica sirven en conjunto. 

 

 

- La argumentación se presenta como una herramienta muy importante que en forma 

conjunta con la interpretación que se realice principalmente a través del uso de métodos 

modernos como la ponderación, permitirán al juez lograr la tutela de derechos a través de 

una resolución justa. 

 

- La actividad de los jueces constitucionales en el nuevo marco jurídico y doctrinario que 

se aplica en nuestro país, constituye una verdadera oportunidad no solo para la ciencia del 

derecho sino esencialmente para la vigencia de los derechos humanos y por lo tanto para 

acercarnos un poco más al ideal de una sociedad democrática y humanista. 

 

 

- El juzgador constitucional no es un dios infalible, es un ser humano pero en su labor 

delicada necesita de conocimiento jurídico, de técnica argumentativa, de valor en la toma 

de decisiones difíciles y de claridad en el objetivo de  su tarea: el respeto a los derechos 

humanos y la realización de la justicia. 

 

Sobre el caso práctico. 

 

- Es de vital importancia el que la Corte superando el papel de juez negativo, ejerciendo 

sus competencias y precautelando la vigencia del ordenamiento jurídico en lugar de 

eliminar el inciso segundo del Art. 3 de la LOCGE, haya realizado una interpretación 

condicionada  que implica que cualquier interpretación diferente o contraria a la realizada 

por la Corte Constitucional es inconstitucional.  Actuaciones como éstas permiten en la 

práctica caminar hacia una justicia constitucional. 
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- También me ha parecido clave la declaratoria de inconstitucionalidad por conexidad de la 

Ordenanza en cuestión, ya que únicamente cuando exista coherencia y armonía entre las 

normas vigentes el ejercicio y aplicación del derecho dejará de ser una maraña legal en 

muchos casos de difícil solución, debiendo recalcar el criterio de Roberto Bhrunis 

Lemarie (Bhrunis, 2010, pág. 108) quien indica que, procede de oficio siempre que ¨ la 

norma principal sobre la que se sustenta la norma secundaria hubiere sido declarada 

inconstitucional o aquellas normas que mantienen íntima relación con otras normas del 

ordenamiento jurídico¨ siempre que sea de la misma materia, ello por el principio de 

unidad de materia.   

 

Termino señalando respecto a la correcta  interpretación constitucional, que no solo constituye 

una responsabilidad de la Corte Constitucional, de los jueces constitucionales y ordinarios, del 

legislador como intérprete y guardián de la ConsE, sino también de los abogados que en nuestra 

tarea diaria ejercemos la defensa técnica de quienes, confiando en un patrocinio adecuado, 

buscan la tutela o reparación de sus derechos. El profesional en derecho está llamado a conocer 

las nuevas técnicas de interpretación constitucional, a luchar por la aplicación de los principios 

constitucionales y el respeto a los derechos fundamentales y a no dejarse vencer por la 

ignorancia o el poder arbitrario, ya que como diría José  Antonio Marina, en su obra ¨ La lucha 

por la dignidad¨  (Marina, 2005, pág. 59) ¨ Cuando los seres humanos se liberan de la miseria, la 

ignorancia, el miedo y el dogmatismo, tienden hacia la democracia¨.  
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ABREVIATURAS: 

 

Art.:   Artículo. 

ConsE:   Constitución  

ConsE 1998:   Constitución Política de la República del Ecuador de 1998. 

ConsE 2008:   Constitución de la República del Ecuador de 2008. 

LOGJCC: Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control  

Constitucional. 

LOSEP:           Ley Orgánica de Servicio Público. 

LOCGE:  Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado.  

R.O:    Registro Oficial 


































































































































